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                                                                             I. Introducción 
 De todos es conocida la importancia de ese fenómeno social 
denominado deporte, que para algunos constituye uno de los signos característicos de 
nuestro tiempo. Como tal fenómeno social debe ser regulado por el Derecho, cuya misión 
esencial es la de normar la actividad humana. Cuando se hace referencia a las relaciones 
entre Derecho y deporte se suele hablar de Derecho deportivo. Sin querer entrar ahora en 
la problemática de su autonomía, que dejamos para mejor ocasión, podemos definir el 
Derecho deportivo, en una primera aproximación, como el conjunto de normas que 
regulan la actividad deportiva, o el conjunto sistemático de reglas jurídicas que tiene por 
objeto principal la ordenación de las actividades deportivas. El Derecho deportivo, como 
tal conjunto de normas, es un sector del ordenamiento jurídico y, como disciplina, es una 
rama especializada de la ciencia del Derecho. Por otro lado, los términos normas o reglas 
jurídicas deben matizarse, bien atendiendo a su fuente de producción, bien atendiendo a 
su objeto o destino específico, lo que nos lleva al siguiente desglose de su contenido. 
 
                              II. Normas que surgen de los poderes públicos 
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                                                         a. Constitución y estatutos de autonomía 
 
 
 El artículo 43.3 de la Constitución ha sido calificado de ambiguo y no susceptible 
de interpretaciones unilaterales e incuestionables. 
 
 En primer lugar, la referencia a “los poderes públicos” hay que entenderla en un 
doble sentido: tanto a los poderes legislativo y ejecutivo como a los poderes públicos 
territoriales (Estado, Comunidades Autónomas, Corporaciones locales). Sí parece claro 
que no determina las competencias de unos y otros, lo que, como veremos más adelante, 
será fuente de conflictos. 
 
 En segundo lugar, cabe preguntarse por el significado de la obligación de 
“fomento”. Aunque las primeras interpretaciones defendían el concepto clásico de 
fomento, es decir, restringido a la técnica de intervención administrativa (protección o 
promoción de actividades de los particulares), hoy por el contrario prospera la tesis de 
considerar el vocablo fomento en sentido amplio, comprensivo, incluso, de la función de 
ordenación del deporte. Sí parece haber consenso en el sentido de que el deporte no 
constituye un servicio público. 
 
 En tercer lugar, hay que precisar el alcance del término “deporte”. En una primera 
aproximación, parece que el deporte al que se refiere el texto constitucional es el deporte-
práctica o deporte para todos, por su conexión con la salud, concepto que inspira la 
totalidad del artículo 43, puesto que el deporte activo contribuye a la mejora de las 
condiciones sanitarias y, por tanto, a la calidad de vida. No obstante, hay autores que 
defienden una interpretación más amplia del citado término, por cuanto todas las facetas 
del deporte merecen ser fomentadas. La polémica puede zanjarse en el sentido de que los 
poderes públicos deben fomentar el deporte sin acepciones, si bien el deporte-práctica o 
deporte popular se ve amparado por el propio mandato constitucional. Las sentencias del 
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Tribunal Supremo de 23 de marzo de 1988 y de 20 de enero de 1989 concluyen: “... se 
trata de amparar una actividad de indudable utilidad pública, y que forma parte del 
conjunto de elementos que tienden no sólo ya a proporcionar medios materiales a los 
ciudadanos, sino a mejorar la calidad de su vida cotidiana; la circunstancia de que la 
disposición que establece el deber de fomento del deporte es un apartado del precepto 
donde se reconoce el derecho de todo ciudadano a la protección de su salud, y en buena 
medida el apartado que alude al fenómeno deportivo, está imbuido del espíritu de todo el 
artículo 43.1, la protección de la salud, lo cual sólo se puede lograr mediante el deporte 
activo y cuanto más extendido mejor, es decir, mediante el deporte popular ...”. 
 
 Respecto a la mención de la educación física, parece que puede defenderse su 
interpretación como actividad física, en conexión directa con el deporte. Si, por el 
contrario, consideramos la educación física en sentido estricto, nos parece erróneo 
desgajarla de la educación integral, reconocida y protegida por el artículo 27 de la 
Constitución, como derecho fundamental, sin que alcancemos a comprender los motivos 
de esa escisión. 
 
 En cuarto lugar, se plantea la duda de si el artículo 43.3 establece un auténtico 
derecho al deporte, en la línea del artículo 79 de la Constitución portuguesa. La respuesta 
debe ser negativa, toda vez que el citado precepto se encuadra en el Capítulo Tercero (De 
los principios rectores de la política social y económica) del Título I (De los derechos y 
deberes fundamentales), es decir, se trata de un principio rector cuyo reconocimiento, 
respeto y protección está llamado a informar la legislación positiva, la práctica judicial y 
la actuación de los poderes públicos, pero que según lo dispuesto en el artículo 53.3 de la 
Constitución: “... Sólo podrán ser alegados ante la jurisdicción ordinaria de acuerdo 
con lo que dispongan las leyes que los desarrollen”. 
 
 La sentencia del Tribunal Supremo de 9 de mayo de 1986 otorga valor de norma 
jurídica al precepto comentado al expresar: “... este mandato, pese a estar incluido bajo 
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la rúbrica “De los principios rectores de la política social y económica”, no es una 
norma programática que limite su eficacia al campo de la retórica política o de la estéril 
semántica de una declaración demagógica ... De manera que este artículo ... como los 
demás de esa misma rúbrica ... tiene valor normativo y vincula a los poderes públicos, 
cada uno en su respectiva esfera, a hacerlos eficazmente operativos ...”. 
 
 No obstante, las sentencias del Tribunal Supremo de 23 de marzo de 1988 y de 20 
de enero de 1989, ya citadas, declaran: “La Constitución de 1978, en su artículo 43.3., 
no consagra ciertamente un derecho al deporte, sino que únicamente establece su 
fomento público, pero la inclusión del fenómeno del deporte en el texto constitucional no 
entraña únicamente un significado simbólico pues origina unas consecuencias jurídicas; 
el poder constituyente, al comprender la importancia del hecho deportivo en la sociedad 
moderna y recogerlo así en la norma suprema, ha manifestado su criterio de que el 
deporte, como las demás instituciones del país, debe empaparse de los principios 
sustanciales de la Constitución, lo cual ha tenido una importante repercusión dentro del 
ordenamiento jurídico-deportivo”. 
  
La potestativa asunción de competencias en materia de promoción del deporte, 
prevista en el artículo 148.1.19 de la Constitución, se ha hecho efectiva en los distintos 
Estatutos de autonomía. Incluso en varios de ellos se recoge la competencia genérica en 
materia de deporte, más amplia que la de mera promoción. 
 
 La interpretación generalizada es que las Comunidades Autónomas tienen 
competencia exclusiva en materia de deporte y, por consiguiente, se han dedicado a su 
ordenación en las correspondientes leyes del deporte, de cuya relación daremos cumplida 
cuenta con posterioridad. Esa asunción de competencia exclusiva es aún mayor si 
tenemos en cuenta que el artículo 149.3 de la Constitución dispone lo siguiente: “Las 
materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán 
corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos ...”. 
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 La sentencia del Tribunal Supremo de 31 de mayo de 1989 puede servir de 
referencia por cuanto expresa: “... es preciso tener en cuenta en el supuesto enjuiciado lo 
dispuesto en el artículo 148.1.19 de la Constitución, y el artículo 31.28 del Estatuto de la 
Comunidad Valenciana, conforme a los cuales a dicha Comunidad le corresponde la 
competencia exclusiva en materia de deportes, normativa la indicada que se 
complementa con el Decreto 4099/82, de 29 de diciembre, sobre transferencias a la 
repetida Comunidad”. 
 
No obstante lo anterior, la sentencia del Tribunal Constitucional de 10 de enero de 
1986 reconoce la competencia de la Comunidad Autónoma de Cataluña, pero sin que 
pueda desplegarse sobre entes que desarrollan sus actividades de un ámbito nacional 
sustraído al ejercicio de potestades autonómicas. Textualmente dice: “ ... no puede 
corresponder a las autoridades de la Comunidad Autónoma, pues si ésta tiene, sin duda, 
competencias en materia deportiva con arreglo a su Estatuto de Autonomía, no es menos 
cierto que estas competencias, ... no puede desplegarse sobre entes que, como en este 
caso ocurre, existen y desarrollan sus actividades en un ámbito nacional sustraído ya al 
ejercicio de las potestades autonómicas, estando la autonomía constitucionalmente 
garantizada a las Comunidades Autónomas, al servicio de la gestión de sus intereses 
propios, limitados ratione loci, y no siendo desde ella posible, ciertamente, la afectación, 
como aquí habría de ocurrir, de intereses que son propios del deporte federado español 
en su conjunto”.  
 
 No hay título competencial en materia de deporte a favor del Estado en el listado 
del artículo 149.1 de la Constitución, pese a lo que nadie puede dudar de la intervención 
del Estado en la ordenación y regulación del deporte. Ante el silencio del constituyente, 
tanto la Ley 13/1980 como la Ley 10/1990 recogen las competencias deportivas estatales. 
 
 La Exposición de motivos de la Ley 13/1980 menciona la intervención de esta 
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forma: “... la competencia del Estado, en su misión de fomentar la educación física y el 
deporte, sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autónomas y de las 
Corporaciones Locales en la promoción deportiva”. Por su parte, la Exposición de 
motivos de la Ley 10/1990 declara: “ ... la faceta competitiva de ámbito estatal e 
internacional que es inherente al deporte justifica la actuación del Estado ...”. 
 
 La doctrina considera que hay una serie de títulos competenciales que habilitan al 
Estado para la ordenación del deporte. Entre éstos se citan los siguientes: 
 
1. Relaciones internacionales (artículo 149.1.3 C.E.), aunque de la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 165/1994 parece desprenderse que ni las competiciones 
deportivas internacionales, ni prácticamente ninguna manifestación o proyección 
exterior del deporte, tienen nada que ver con las relaciones internacionales. No 
obstante, la sentencia del Tribunal Supremo de 29 de diciembre de 1986 dice: “ ... 
que al admitirse solamente en la Ley 13/1980 la posibilidad de que las federaciones 
deportivas de una Comunidad Autónoma participen en competiciones 
internacionales amistosas, a sensu contrario hay que entender que las denominadas 
competiciones o confrontaciones deportivas oficiales ... no están autorizadas para 
las aludidas federaciones deportivas que no sean de ámbito nacional ...”. 
 
2. Legislación mercantil (artículo 149.1.6 C.E.). 
3. Títulos académicos y profesionales (artículo 149.1.30 C.E.). 
4. Cultura (artículo 149.2 C.E.), aunque se considera que el deporte es un ámbito más 
específico que la cultura, por lo que ésta no debe prevalecer. 
 
Además del carácter relativo y discutible de la justificación de la intervención del 
Estado con base en esos títulos competenciales, su ordenación debe quedar limitada a las 
actividades que se desarrollan en el ámbito estatal o supraestatal, es decir, en cuanto 
trasciendan los límites territoriales de las Comunidades Autónomas. 
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 Tal vez el modo de zanjar la polémica sobre las competencias exclusivas de las 
Comunidades Autónomas, o del Estado, sea reconociendo que la exclusividad nunca 
tiene carácter absoluto, que muchas de las competencias del artículo 148.1 de la 
Constitución son en realidad competencias compartidas, que el deporte es algo 
multidisciplinar, y por ello difícilmente encajable en uno u otro título, y la propia 
naturaleza supraterritorial de la competición deportiva. Como indica la sentencia del 
Tribunal Supremo de 29 de mayo de 1990: “ ... dicha actividad eminentemente deportiva 
responde a uno de los medios que los poderes públicos tienen para cumplir con la 
obligación de fomento del deporte ... siendo indudable que el fomento y promoción del 
deporte están sometidos a un sistema de concurrencias competenciales que permiten 
intervenir a los poderes estatales y autonómicos, incluso para emprender acciones 
paralelas con su mismo objetivo;”. 
 
 Un sector de la doctrina encuentra la solución en la coordinación, más 
concretamente en la armonización prevista en el artículo 150.3 de la Constitución: “El 
Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las 
disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, aún en el caso de materias 
atribuidas a la competencia de éstas, cuando así lo exija el interés general...”. 
 
 A pesar de la polémica doctrinal existente, pueden aceptarse pacíficamente las 
competencias estatales en la regulación de las materias siguientes: 
 
a. Competiciones deportivas nacionales 
b. Federaciones y ligas profesionales de ámbito estatal 
c. Sociedades anónimas deportivas 
d. Titulaciones deportivas 
e. Representación española en competiciones deportivas internacionales 
 
  
 
8 
Resulta forzoso recordar que el artículo 43.3 de la Constitución ordena a todos los 
poderes públicos el fomento del deporte, por tanto, también a las Corporaciones locales 
(Diputaciones y Ayuntamientos). La distribución competencial entre Comunidades 
Autónomas y Corporaciones locales, como existe, con mayor o menor fortuna, entre 
aquéllas y el Estado, parece necesaria en aras a la eficacia. Esa distribución coordinará 
las competencias que corresponde a los municipios, en el ejercicio de sus intereses 
básicos o por delegación o transferencia, con las que se reserven las Comunidades y las 
que se asignen a las provincias, en los planos supramunicipal y de asistencia y 
cooperación a los municipios con menor capacidad de gestión. 
 
 La Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, dispone 
que son competencias propias de las Diputaciones las que les atribuyan, en este concepto, 
las leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas (artículo 36.1), y que los 
Ayuntamientos ejercerán, en todo caso, competencias, en los términos de la legislación 
del Estado o de las Comunidades Autónomas, en materia de actividades o instalaciones 
deportivas (artículo 25.2.m); además, se establecen como servicios mínimos, para los 
municipios con población superior a 20.000 habitantes, las instalaciones deportivas de 
uso público (artículo 26.1.c). 
 
 Como indica la sentencia del Tribunal Supremo de 11 de julio de 1984: “ ... 
responde a la adecuada y razonable política deportiva de facilitar dicha actividad a 
todas aquellas personas o grupos que tengan interés en practicarla, dando así cabal 
cumplimiento al principio de gobierno que en el orden deportivo y de utilización de ocio 
establece el artículo 43.3 de la Constitución, mediante el ejercicio de la competencia 
que, en promoción general e indiscriminada del deporte, otorga a los Ayuntamientos el 
artículo 101.2.a de la Ley de Régimen Local para la construcción y objetiva 
administración de campos e instalaciones deportivas”. 
 
                                                           b. Convenios y tratados internacionales 
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 La pertenencia de España a la Unión Europea hace que, al hablar de legislación 
deportiva, debamos tener en cuenta las disposiciones comunitarias sobre la materia, 
aunque lo cierto es que, hasta la fecha, el deporte no ha sido objeto de regulación directa. 
No obstante, corresponde hacer una somera cita a los convenios y tratados suscritos por 
España en relación a la actividad deportiva. Cabe reseñar, entre otros, los siguientes: 
 
- Convenio, de 19 de agosto de 1985, sobre la violencia e irrupciones de espectadores 
con motivo de manifestaciones deportivas y especialmente en partidos de fútbol, 
ratificado por España el 22 de junio de 1987. 
- Convenio, de 16 de noviembre de 1989, contra el dopaje, ratificado por España el 20 
de marzo de 1992. 
- Convenio Internacional, de 18 de noviembre de 2005, contra el dopaje en el deporte, 
ratificado por España el 26 de septiembre de 2006. 
 
Debe hacerse mención, por último, al artículo 165 de la versión consolidada del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, en el que se hace constar que la Unión 
contribuirá a fomentar los aspectos europeos del deporte teniendo en cuenta su 
especificidad. 
 
                                                                  c. Normas que regulan el deporte 
 
 Nos referimos a la legislación deportiva dictada por los poderes públicos, a 
excepción de la Constitución a la que hemos dedicado un apartado específico. Nos 
ocupamos de normas, de rango legal o reglamentario, promulgadas por el Estado o las 
Comunidades Autónomas con una decidida vocación de regular el deporte. 
 
 Es la Ley de 23 de diciembre, de Educación Física, la que por vez primera regula 
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con rango legal la educación física y el deporte en nuestro país, detalle éste que no debe 
pasar inadvertido si tenemos en cuenta que desde finales del siglo XIX existen 
competiciones deportivas regulares en España. Posteriormente, la Ley de 31 de marzo de 
1980, General de la Cultura Física y del Deporte, pretendió recoger los grandes 
principios ordenadores del deporte, dejando al margen, con buen criterio a nuestro modo 
de ver, lo relativo a la educación física. Por último, la Ley de 15 de octubre de 1990, del 
Deporte, cierra, por ahora, el capítulo de leyes deportivas estatales. 
 
 Todas ellas, en especial a partir de 1980, han ido acompañadas de diversas 
normas de desarrollo que completan y reglamentan los postulados esenciales contenidos 
en las leyes citadas, de las que daremos cuenta más adelante. Conviene precisar que la 
Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte, tiene por objeto la ordenación del deporte de 
acuerdo con las competencias que corresponden a la Administración del Estado, lo que 
debía haberse hecho constar en su denominación. 
 
 Hay otra característica que se deduce de su propio título: es una disposición 
reguladora únicamente del deporte. Las referencias puntuales a la educación física lo son 
para recordar obligaciones ya recogidas en otras normas (la educación física como 
materia obligatoria en los niveles previos a la enseñanza universitaria, la necesidad de 
que los centros docentes dispongan de instalaciones deportivas, la utilización polivalente 
de éstas,...). 
 
 Además de las competencias del Consejo Superior de Deportes, organismo 
autónomo de carácter administrativo adscrito ahora al Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte, y de los títulos dedicados al Comité Olímpico Español, al deporte de alto nivel, 
a la investigación y enseñanzas deportivas, etc., nos parece oportuno centrar nuestra 
atención en las siguientes cuestiones: 
 
a. Los clubes deportivos no profesionales se clasifican en elementales y básicos. Al 
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margen del poco acierto en la terminología, los primeros no precisan acta fundacional 
ante notario, y los segundos sí. Los clubes elementales no podrán participar en 
competiciones oficiales. 
b. Los clubes deportivos que participen en competiciones oficiales de carácter 
profesional adoptarán la forma de sociedad anónima deportiva. 
c. Las federaciones deportivas españolas son entidades privadas que ejercen, por 
delegación, funciones públicas de carácter administrativo, actuando como agentes 
colaboradores de la Administración Pública. Deben regular su estructura de acuerdo 
con principios democráticos y representativos. 
d. Se prevé la existencia de ligas profesionales, integradas exclusiva y obligatoriamente 
por todos los clubes que participen en competiciones oficiales de carácter profesional. 
Hasta ahora son competiciones profesionales la Primera y Segunda División A en 
fútbol, y la Primera División de Baloncesto. 
e. Se regula el control de las sustancias y métodos prohibidos en el deporte. Se crea la 
Comisión Nacional Antidopaje. 
f. Se recoge la prevención de la violencia en los espectáculos deportivos. Se crea la 
Comisión Nacional contra la Violencia. 
g. En el título dedicado a la disciplina deportiva, se tipifican, por vez primera en una 
disposición con rango legal, las infracciones y sanciones deportivas. Se remite al 
texto reglamentario la composición y el funcionamiento del Comité Español de 
Disciplina Deportiva. 
h. Se prevé la conciliación (sic) extrajudicial en el deporte. 
 
A nadie escapa que la instauración de las sociedades anónimas deportivas, debida 
al desmadre económico generado por los clubes profesionales y a la necesidad de 
responsabilizar a los dirigentes deportivos, ha sido la novedad más polémica de la Ley. 
La no aplicación generalizada a todos los clubes, la no pacífica aceptación de la sociedad 
anónima especial, el rechazo a la imposición legal de transformación, la imposibilidad de 
que los socios tengan nacionalidad distinta a la española, han sido algunas de las críticas 
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efectuadas. 
 
La Ley 50/1998, de 30 de diciembre, sobre Medidas fiscales, administrativas y de 
orden social, en su artículo 109 ha introducido diversas modificaciones en la Ley 
10/1990, fundamentalmente en lo relativo al régimen jurídico de las sociedades anónimas 
deportivas. Lo mismo puede decirse del artículo 115 de la Ley 53/2002, de 30 de 
diciembre, de “acompañamiento” para el año 2003. La Ley Orgánica 7/2006, de 21 de 
noviembre, de protección de la salud y de lucha contra el dopaje en el deporte, ha 
derogado los artículos 56, 57, 58 y 76.1.d) de la Ley 10/1990. La Ley 19/2007, de 11 de 
julio, contra la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte, ha 
derogado los artículos 60 a 69, 76.1.e), g) y h), y 76.2.g) de la Ley 10/1990. La Ley 
Orgánica 3/2013, de 20 de junio, de protección de la salud del deportista y lucha contra el 
dopaje en la actividad deportiva, deroga expresamente la Ley Orgánica 7/2006. 
 
Del profuso desarrollo reglamentario de la Ley 10/1990 destacamos, sin ningún 
ánimo exhaustivo, las siguientes disposiciones: 
 
 
a. Organización y estructura pública: 
- Real Decreto 765/1992, de 26 de junio, estructura orgánica básica del Consejo 
Superior de Deportes, modificado por Real Decreto 2582/1996, de 13 de diciembre, a 
su vez derogado por Real Decreto 286/1999, de 22 de febrero. En la actualidad está 
vigente el Real Decreto 2195/2004, de 25 de noviembre, modificado por el Real 
Decreto 257/2012, de 27 de enero. 
- Real Decreto 1242/1992, de 16 de octubre, composición y funcionamiento de la 
Comisión Directiva del Consejo Superior de Deportes. 
- Real Decreto 630/1993, de 4 de mayo, Asamblea General del Deporte. 
 
b. Asociacionismo deportivo: 
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- Real Decreto 1084/1991, de 5 de julio, sociedades anónimas deportivas, modificado 
por Real Decreto 449/1995, de 24 de marzo, y por Real Decreto 1846/1996, de 26 de 
julio, y derogado por Real Decreto 1251/1999, de 16 de julio. 
- Real Decreto 1835/1991, de 20 de diciembre, federaciones deportivas españolas, 
modificado por Real Decreto 1325/1995, de 28 de julio, por Real Decreto 253/1996, 
de 16 de febrero, y por Real Decreto 1252/1999, de 16 de julio. 
 
c. Disciplina y dopaje: 
- Real Decreto 48/1992, de 24 de enero, Comisión Nacional Antidopaje, derogado por 
Real Decreto 1313/1997, de 1 de agosto. 
- Real Decreto 811/2007, de 2 de junio, de la Comisión de Control y Seguimiento de la 
Salud y el Dopaje. 
- Real Decreto 1591/1992, de 23 de diciembre, de Disciplina deportiva. 
- Real Decreto 255/1996, de 16 de febrero, Régimen de infracciones y sanciones para 
represión del dopaje, derogado por el Real Decreto 63/2008, de 25 de enero. 
 
d. Prevención de la violencia: 
- Real Decreto 75/1992, de 31 de enero, Comisión Nacional contra la violencia en los 
espectáculos deportivos. 
- Real Decreto 748/2008, de 9 de mayo, de la Comisión Estatal contra la violencia, el 
racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte. 
- Real Decreto 769/1993, de 21 de mayo, Reglamento para la Prevención de la 
violencia en los espectáculos deportivos, derogado por el Real Decreto 203/2010, de 
26 de febrero. 
 
e. Otros aspectos de interés: 
- Real Decreto 2075/1982, de 9 de julio, sobre actividades y representaciones 
deportivas internacionales. 
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- Real Decreto 1423/1992, de 27 de noviembre, sobre incorporación a la Universidad 
de las enseñanzas de educación física. 
- Real Decreto 849/1993, de 4 de junio, por el que se determinan las prestaciones 
mínimas del seguro obligatorio deportivo. 
- Real Decreto 594/1994, de 8 de abril, de enseñanzas y títulos de técnicos deportivos, 
derogado por Real Decreto 1913/1997, de 19 de diciembre, y por Real Decreto 
1363/2007, de 24 de octubre. 
- Real Decreto 1856/1995, de 17 de noviembre, sobre deportistas de alto nivel, 
modificado por Real Decreto 254/1996, de 16 de febrero, por Real Decreto 
1467/1997, de 19 de septiembre, y por Real Decreto 971/2007, de 13 de julio. 
- Real Decreto 112/2000, de 28 de enero, por el que se crea la Comisión Nacional para 
la protección de la salud del deportista. 
- Real Decreto 287/2003, de 7 de marzo, por el que se integra en el Régimen General 
de la Seguridad Social a los deportistas profesionales. 
 
Desde 1986 hay que hacer mención de la legislación deportiva dictada por las 
Comunidades Autónomas. Ofrecemos a continuación la referencia, por orden alfabético, 
de los textos normativos autonómicos: 
 
 
Andalucía: Ley 6/1998, de 14 de diciembre, del Deporte 
Aragón: Ley 4/1993, de 16 de marzo, del Deporte 
Asturias: Ley 2/1994, de 29 de diciembre, del Deporte 
Baleares: Ley 3/1995, de 21 de febrero, del Deporte 
Canarias: Ley 8/1997, de 9 de julio, del Deporte 
Cantabria: Ley 2/2000, de 3 de julio, del Deporte 
Castilla-La Mancha: Ley 1/1995, de 2 marzo, del Deporte 
Castilla-León: Ley 9/1990, de 22 de junio, de Educación Física y Deportes 
Cataluña: Decreto Legislativo 1/2000, de 31 de julio, que ha sustituido a la Ley 
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8/1988, de 7 de abril, del Deporte y a la Ley 8/1999, de 30 de julio 
Extremadura: Ley 2/1995, de 6 de abril, del Deporte 
Galicia: Ley 3/2012, de 2 de abril, que ha sustituido a la Ley 11/1997, de 22 de 
agosto, General del Deporte 
La Rioja: Ley 8/1995, de 2 de mayo, del Deporte 
Madrid: Ley 15/1994, de 28 de diciembre, del Deporte, que ha sustituido a la Ley 
2/1986, de 5 de junio, de la Cultura Física y el Deporte 
Murcia: Ley 2/2000, de 12 de julio, que ha sustituido a la Ley 4/1993, de 16 de 
julio, del Deporte 
Navarra: Ley Foral 15/2001, de 5 de julio, del Deporte 
País Vasco: Ley 14/1998, de 11 de junio, del Deporte, que ha sustituido a la Ley 
5/1988, de 19 de febrero, de la Cultura Física y del Deporte 
Valencia: Ley 2/2011, de 22 de marzo, del Deporte y la Actividad física, que ha 
sustituido a la Ley 4/1993, de 20 de diciembre, del Deporte. 
 
Al igual que en la esfera estatal, han sido desarrolladas reglamentariamente. 
 
                                                               d. Normas que inciden en el deporte 
 
 Se trata de disposiciones, legales o reglamentarias, dictadas por los poderes 
públicos que nacen con vocación distinta a la regulación del deporte, aunque inciden en 
éste y afectan a su ámbito específico. Baste citar la legislación laboral, tributaria, 
mercantil, urbanística, medioambiental o administrativa, y sus implicaciones en el 
régimen laboral o social de los deportistas profesionales, en la financiación o patrocinio 
del deporte, en su publicidad, en la construcción de instalaciones deportivas, en el 
desarrollo de espectáculos públicos de carácter deportivo, etc. Entre otras, al margen del 
desarrollo reglamentario, y siguiendo el orden cronológico, pueden citarse: 
 
1. Real Decreto 2816/1982, de 27 de agosto, Reglamento General de Policía de 
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Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas. 
2. Real Decreto 1006/1985, de 26 de junio, por el que se regula la relación de los 
deportistas profesionales. 
3. Real Decreto 2621/1986, de 24 de diciembre, por el que se integra en el Régimen 
General de la Seguridad Social a los jugadores de fútbol. 
4. Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de la Publicidad. 
5. Ley 36/1988, de 5 de diciembre, de Arbitraje. 
6. Real Decreto Legislativo de 2 de marzo de 1990, en desarrollo de la Ley de Bases 
sobre Tráfico y Seguridad Vial de 25 de julio de 1989. 
7. Real Decreto 63/1994, de 21 de enero, Reglamento del Seguro de Responsabilidad 
Civil del Cazador. 
8. Orden de 2 de febrero de 1994, normas de adaptación del Plan General de 
Contabilidad a las Federaciones Deportivas. 
9. Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de incentivos fiscales a la 
participación privada en actividades de interés general. 
10. Orden de 26 de junio de 1995, normas de adaptación del Plan General de 
Contabilidad a las sociedades anónimas deportivas. 
11. Ley 21/1997, de 3 de julio, de Emisiones y retransmisiones de competiciones y 
acontecimientos deportivos. 
12. Real Decreto 991/1998, de 22 de mayo, que crea el Consejo para las emisiones y 
retransmisiones deportivas. 
13. Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, del Derecho de asociación. 
14. Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de Régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales del mecenazgo. 
15. Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones. 
16. Ley 38/2003, de 17 de noviembre, de Subvenciones. 
17. Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. 
 
De nuevo debe recordarse la relevancia de la normativa comunitaria, y de los 
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convenios y tratados suscritos por España. 
                              III. Normas que surgen de los sujetos privados 
 
 Nos referimos a las normas emanadas de las entidades que constituyen la 
estructura deportiva privada: federaciones deportivas (nacionales, continentales o 
supracontinentales) y movimiento olímpico (COI y comités olímpicos nacionales). 
 
Eludiendo, ahora, el estudio de los motivos por los que entendemos que existe un 
ordenamiento deportivo distinto al ordenamiento estatal, debemos decir que nos 
encontramos con normas de carácter estatutario o reglamentario no incorporadas al 
ordenamiento jurídico público. Se trata de normas no generales, que afectan 
exclusivamente a los que están sometidos por una relación especial de poder, dimanante 
de la organización deportiva y basada en la afiliación, considerada ésta en su sentido más 
amplio. Estas disposiciones han sido calificadas de “ínfimo rango normativo” por la 
jurisprudencia española, y para su estudio las dividimos en dos apartados: 
 
a. Normas del ordenamiento jurídico-deportivo supranacional 
 
Dictadas por los organismos internacionales antes citados, fundamentalmente 
Comité Olímpico Internacional y federaciones internacionales (una por cada modalidad 
deportiva) sin olvidar la normativa de las uniones continentales de federaciones (por 
ejemplo, la Unión Europea de Asociaciones de Fútbol). Dichas normas son de varios 
tipos: 
 
En primer lugar, los estatutos y reglamentos por los que se rigen y por los que 
regulan la organización y obligaciones de las entidades de ellas dependientes. 
 
En segundo lugar, las reglas de juego concernientes a cada modalidad deportiva, 
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cuya aprobación es competencia exclusiva de las federaciones internacionales y que 
deberán respetar las federaciones afiliadas. Si nos referimos al fútbol, por ejemplo, las 
citadas reglas establecen las medidas del terreno de juego, peso del balón, número de 
jugadores, duración de los partidos, faltas técnicas, etc., que son iguales en todos los 
países en que se practica el deporte federado. 
 
En tercer lugar, las normas de competición, reglas específicas por las que se rigen 
determinados eventos deportivos, como los Juegos Olímpicos, los Campeonatos 
Mundiales de Fútbol o la Copa de Europa de Selecciones Nacionales o de Clubes, por 
citar ejemplos conocidos por todos. 
 
Como advertíamos con anterioridad, todas las federaciones afiliadas se 
comprometen a cumplir lo establecido en los estatutos y reglamentos citados, condición 
básica para ser admitidas, por lo que acaban siendo incorporados a los ordenamientos 
deportivos nacionales y, por tanto, afectan a todos los sujetos componentes. 
 
Por último, debe mencionarse la Carta Olímpica, en su última versión de 8 de 
julio de 2011, que resume los principios fundamentales y los textos de aplicación 
aprobados por el Comité Olímpico Internacional. 
 
b. Normas del ordenamiento jurídico-deportivo nacional 
Dictadas por los organismos que componen el ordenamiento deportivo español, 
esencialmente federaciones y, en menor medida, ligas profesionales y clubes. También 
podemos distinguir diversa tipología: 
 
En primer lugar, los estatutos, en los que se recogen las normas fundamentales de 
organización y funcionamiento, y los denominados reglamentos orgánicos, que suelen 
desarrollar los citados estatutos. A pesar de la inexistencia de unos criterios uniformes de 
diferenciación entre unos y otros, parece defendible sostener que la vocación de los 
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reglamentos federativos es, fundamentalmente, completar y desarrollar los estatutos. 
 
En segundo lugar, los reglamentos denominados técnicos, que pueden ser de 
régimen disciplinario, de competición, de jugadores, de entrenadores, de árbitros, etc. No 
obstante, la tendencia es incorporarlos, como capítulos independientes, a los reglamentos 
generales. 
 
En tercer lugar, los reglamentos de régimen interior de los clubes, 
reglamentaciones de carácter eminentemente disciplinario. 
 
Los citados reglamentos no existen con igual profusión en todas las modalidades 
deportivas, así el deporte del fútbol, por su importancia y proyección, podemos 
considerarlo más ampliamente reglamentado que otros. Tampoco toda la tipología 
aparece de forma independiente, sino que es fácil encontrar en el contenido de un 
reglamento orgánico normas de competición y disciplinarias. A título de ejemplo, 
haremos mención a los Estatutos de la Real Federación Española de Fútbol, aprobados 
por Resolución del Consejo Superior de Deportes de fecha 10 de febrero de 1993, y 
modificados, entre otras, por Resoluciones de 15 de octubre de 1993 y 25 de octubre de 
1996. 
 
En contra de lo expuesto, la legislación deportiva española no deja un margen 
muy amplio de libertad organizativa a los estatutos y reglamentos federativos. Las leyes 
deportivas del Estado y de las comunidades autónomas establecen su contenido mínimo. 
En esta línea, debe recordarse que corresponde al Consejo Superior de Deportes la 
aprobación definitiva de los estatutos de las federaciones españolas (artículo 8.a Ley 
10/1990) y que estos deben publicarse íntegramente en el Boletín Oficial del Estado 
(artículo 31.7 Ley 10/1990). 
 
Por último, dejar constancia de los Estatutos del Comité Olímpico Español, de 16 
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de febrero de 2004. 
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